Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.-La Comisión pasa a considerar el segundo punto que figura en el orden del 
día: “Miembros de órganos de contralor interno que representen a Entes Autónomos o Servicios 
Descentralizados en emprendimientos o asociaciones con entidades públicas o privadas, nacionales o 
extranjeras.” Proyecto de ley por el que se reputan funcionarios públicos y se consagra la 
responsabilidad funcional. Corresponde a la Carpeta N* 666/2006. Distribuido N* 1284/2006. 


Este proyecto de ley cuenta con la aprobación de la Cámara de Representantes y, además, 
forma parte de las prioridades que nos trasladó la bancada del Frente Amplio al comienzo de este 
Período. 


En consideración. 


SEÑOR BRECCIA.- Mi intervención tiene el sentido de una reflexión y de un cuestionamiento, sobre 
todo hacia aquellos miembros de la Comisión -en particular, me refiero al señor Senador Korzeniak- 
que tienen un conocimiento más específico de la materia constitucional. 


El inciso primero de este proyecto sometido a consideración de la Comisión establece: “Los 
miembros de los órganos de contralor interno que representen a los Entes Autónomos o Servicios 
Descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado en los emprendimientos o asociaciones 
con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a que refiere el artículo 7% de la Ley N* 
17. 292, de 25 de enero de 2001, serán reputados funcionarios públicos y están alcanzados a los 
efectos de la responsabilidad civil o tributaria resultante del ejercicio de sus cargos, por lo dispuesto en 
los artículos 24 y 25 de la Constitución de la República”. A su vez, el inciso segundo expresa: “El Ente 
Autónomo o Servicio Descentralizado que los haya designado será responsable frente a la persona 
jurídica titular de la asociación o emprendimiento, sus accionistas, socios y terceros, incluida la 
administración tributaria, por las obligaciones que derivasen de su gestión o de sus actos, salvo culpa 
grave o dolo”. 


Al examinar el artículo 25 de la Constitución de la República -recordemos que el 
24 es el que establece la responsabilidad civil del Estado, Gobiernos Departamentales, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y, en general, de todo órgano del Estado- lo interpreto en el 
sentido de que cuando los funcionarios actúan con culpa grave o dolo, el órgano correspondiente será 
igualmente responsable con la diferencia de que en esos casos -es decir, con culpa grave o dolo- 
podrá repetir contra el funcionario. 


De manera que, en la interpretación absolutamente literal de la Constitución que estoy 
haciendo -por eso decía al comienzo de mi intervención que iba a exponer e interrogar a aquellos 
miembros de la Comisión que conocen más de Derecho Constitucional-, entiendo que los órganos 
responden y, en caso de culpa grave o dolo, repiten luego contra el funcionario. El inciso segundo del 
artículo único del proyecto que tenemos en consideración establece que el Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado será responsable, pero luego agrega: “salvo culpa grave o dolo”, lo cual creo que es 
un error, 


El informe que nos eleva la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes, señala que el artículo 748 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996, dispuso que los miembros de los directorios de las sociedades anónimas 
designados por el Estado, un Ente Autónomo o un Servicio Descentralizado se reputan funcionarios 
públicos, a los efectos de la responsabilidad civil o tributaria resultante del ejercicio de sus cargos, 
aplicándoseles consecuentemente lo establecido en los artículos 24 y 25 de la Constitución. Y continúa 
diciendo que asimismo dispone que salvo culpa grave o dolo, la persona jurídica que los haya 
designado es responsable, etcétera. 


De este informe deduzco que el inciso segundo del artículo único del proyecto que tenemos 
en consideración se respalda en la interpretación que se hace del artículo 748 de la Ley N* 16.736. 


Ahora bien, ese artículo 748 de la Ley N* 16.736 habla de los miembros de directorios de 
sociedades anónimas que representen al Estado, a un Ente Autónomo a un Servicio Descentralizado, y 
establece, en su inciso segundo que el Estado, Ente Autónomo o Servicio Descentralizado que, en su 
caso representen, será responsable frente a la sociedad anónima, a los accionistas y ante los terceros, 
incluida la administración tributaria, por las obligaciones que derivasen de la gestión o de los actos de 


sus representantes en el Directorio de la sociedad anónima, y éstos solamente responderán en caso 
de haber obrado con culpa grave o dolo. De manera que este artículo 748 de la Ley N* 16.736 es 
consecuente con lo que dispone el artículo 25 de la Constitución, ya que el organismo responde en 
todo caso, pero cuando el funcionario actúa con culpa grave o dolo tiene derecho a repetir contra él. 


Por los argumentos que he manejado en esta exposición, que espero haya sido lo más clara 
posible -aunque de pronto no lo fue-, entiendo que este inciso segundo del artículo único del proyecto 
en consideración adolece de un error que deberíamos corregir, por cuanto establece que el Ente 
Autónomo o Servicio Descentralizado que haya designado a estos miembros de los órganos de 
contralor interno es responsable por las obligaciones que deriven de la gestión o actos de los 
representantes, “salvo culpa grave o dolo”, y esto no es correcto de acuerdo con la Constitución. 


SEÑOR KORZENIAK.- Comparto integramente el razonamiento que acaba de hacer el señor Senador 
Breccia. El artículo 24 de la Constitución hace responsable al Estado, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Gobiernos Departamentales y, en general, a todo órgano del Estado, por el daño 
causado a terceros en la ejecución de los servicios públicos confiados a su gestión o dirección. Cuando 
esta regla se estableció, en 1952, se discutió si era buena o mala, pero es clarísima: cualquier órgano 
del Estado es responsable, y se entiende que la expresión “servicios públicos” refiere a los servicios 
que presta el Estado, por sí mismo o a través de personas u órganos confiados a su gestión o 
dirección. Es decir que a veces ni siquiera lo está haciendo el Estado, como podría ser este caso, pero 
lo está dirigiendo; está nombrando representantes para que actúen. El mandante, como todos 
sabemos, dirige al mandatario; si no lo hace, es omiso. De manera que estoy totalmente de acuerdo en 
que no hay casos que excluyan la hipótesis de la responsabilidad del Estado. Tal como lo explicó el 
señor Senador Breccia, esta redacción hace pensar que eso se da, salvo en caso de que el mandatado 
o representante haya actuado con culpa grave o dolo, es decir, que en ese caso el órgano estatal no 
sería responsable. Sin embargo, la Constitución dice que siempre lo es, a pesar de que la solución se 
ha discutido porque difiere mucho de la francesa, que distingue actos de la función y actos personales, 
por lo que en un caso establece responsabilidad del Estado y en otro no. Aquí, en el año 1952 se dijo 
que el Estado es siempre responsable, y me parece que esa frase es contraria a la Constitución. Lo 
que se tendría que decir es que en los casos de culpa grave o dolo, el Ente Autónomo o la empresa 
pública repetirá contra sus representantes, lo cual también se ha discutido porque la Constitución no 
obliga a repetir, pues utiliza la expresión “podrá repetir”. 


Un viejo proyecto de ley del ex Senador Carlos Julio Pereyra trataba de mitigar esta carencia 
constitucional. Recuerdo que para que no fuera inconstitucional, el proyecto -que me gustaba mucho- 
decía que para que el Estado no repitiera en casos de culpa grave o dolo, el fiscal tenía que dar una 
fundamentación. Pero el proyecto quedó en carpeta. 


Reitero que estoy de acuerdo con que, tal como está redactado, es muy clara la 
inconstitucionalidad. ¿El Ente Autónomo no es responsable porque designó un representante que 
actuó con culpa grave o dolo? Creo que es clarísimo que sí lo es, como también lo es un mandante en 
el Derecho Civil por lo que hace su representante. 


Se podría corregir diciendo que, en ese caso, podrá repetir, aunque igual lo puede hacer por 
mandato constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás miembros están de acuerdo, le encomendaríamos al señor 
Senador Breccia que preparara una redacción alternativa para que sea considerada en otra 
oportunidad. 
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